
¿Que esta pasando con la 
Compañía de Telefonos 
de Chile? 
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En estos momentos el gobierno desarrollo una amplio ofensiva des­
tinada a privatizar las emprews estatales nuis importantes, lo que sig· 
nifica - en la práctica- su entrega a grúpos económicos, ya sean 
nacionales o extranjeros. , 

El Sindicato Nacional Telefónico (S/NATE), cree que esta estrate­
gia de venta es altamente perjudicial para el conjunto del pafs e impli­
ca un peligro para la futura democracia ·que conquistemos. Por lo 
anterior es que estamos empeñados en llamar la atención de todos los 
sectores sociales, políticos, gremiales y culturales, como una forma de 
hacer conciencio sobre los riesgos de la privatización y sumar fuerzas 
a la lucha por impedirla. 

El siguiente documento de análisis de la Compañia de Teléfonos 
de Chile es un aporte a esta lucha por defender el patrimonio del 
Estado y de todos los chilenos. 

En su elaboración ha colaborado el Centro de Asesoría Profesional, 
CEDA L. 

PorSINATE: 
René Mancilla, presidente. 
Miguel Duarte, secretario. 
Miguel Morales, tesorero. 
Ana Luisa Parra, directora. 
Juan Carlos Molina, director. 
Manuel Acuña, director. 

Santiago, julio, 1986. 



Nosotros, los trabajadores de la Compañía de Teléfonos de Chile sindical iza­
dos en e l Sindicato Nacional Telefón ico (SINATE), rechazamos enérgicamente 
todos los intentos de privatización de la Compañía de Teléfonos de Chi le y otras 
empresas CORFO por parte del gob ierno militar y ex igimos que todas las empre­
sas públicas sigan siendo propiedad estatal a l serv icio de todo el pueblo chi leno . 

El Sindicato Nacional Telefón ico , como organización social que def iende los 
derechos de los trabajadores y, además como usuario del servicio telefón ico que 
presta la CTC, está dispuesto a enfrentar cualqu ier intento de privatización por 
pa rte de las autoridades, para defender con todas nuestras fuerzas la Compañ (a 

de Teléfonos, con el objeto de salvar el patrimonio nacional y nuestras fuentes 
de trabajo en pe ligro. 

Llamamos a todos los trabajadores y organ i~aciones sociales a defender el 
PATRIMONIO NACIONAL y denunciar y opone~ a este despojo . 

La venta de empresas de servicio público es un verdaderv fraude a los intere­
ses nacionales, y desde ya los .t~abajadores declaramos que .llerá tarea prioritaria 
del próx imo gobierno .. democrtltico la recuperación inmediata del patrimonio 
nacional. . · ;.. • 

Las injusticias y fraudes de la dictadura durar-án sólo lo que dure ésta. 
N 

l. L.OS .9'11\fCO PFÜNCIPIOS DEL GOBIERNO MIL!TAR Y LA 
PRIVATIZACION: -

• 4 

A través de la :;' Declaración -de PrinCipios'\ de marzo de 1974, el geo1eral 
Pinocbet dio _,¡¡ conocer al pueblo chileno los .cinco principios, en los cuales se 
funda "la concepción del Hombre y la So&dad" de la dictadura: m il itar: 
1. Que el hombre t iene derechos na tura les anteriores y super ioF.Eis al Estado. 
2. Que el Estado debe estar al servicio de la pe rsona. i1 
3. Que el fin del Estado es el bien común. 
4. Que l.a acción del Est"~do debe respetar el principio de la subsid iariedad. 
5. Que la aplicaciÓn·· de est~ principio imf:Sone el derecho de prop iedad y la 

libre inic iativa en ei"campo económico. 
Considerando que en estofprincipios se fundan también los programas de 

desarrollo del Estado de Chil~. desde el año 1974, que contemplan el traspaso 
de las empresas COR FO al sector privado, constatamos que el gobierno m ilitar 
está violando y distorsionando sus propios princ ipios, med iante medidas que en 
los hechos son expropiatorias e impuestas por la fuerza .. 

1. Nosotros, los trabajadores de las empresas COR FO, tenemos derechos 
anteriores y superiores al Estado, que la dictadura nos desconoce y coarta. 
Sistemáticamente se nos ha excluido de los procesos de información y gestión en 
torno al destino de nuestras empresas. 

Recientemente se nos ha ofrecido implementar medidas de lo que ellos llaman 
"capita lismo popular" y que tendría por objeto integrar a los trabajadores a los 
intereses de la empresa y que seamos parte de este "negocio". En verdad, lo que 
se busca es que los trabajadores · avalemos, a través de la compra de dos o tres 
acciones, el negociado que sectores y personeros determinados. del gobierno 
quieren hacer en beneficio de grupos económ icos vpraces, que tnanipu lan para 
que se les "vendan" paquetes i mportantes ~ acciones de la Com~ñ (a de Teléfo­
nos de Chi le S.A. Esta es una estrategia c•Jrtocida para aprop ¡arse "de las principa-
les empresas nacionales. ; 

Tal poi ítica no favo rece a os trabajadores, sino a los "grupos económ icos" 
que la han diseñado y que ahora la implementan "manu militari". 

Los intereses de los trabajadores no son iguales a los de los inversionistas y 
capitalistas que quieren "comprar" las empresas públicas. Los recursos de los 
trabajadores provienen de nuestras modestas remuneraciones que no las podemos 
"invertir" en la Bolsa de Comercio. Apenas nos alcanza para garan tizar la sobre-

3 

··<! 



4~----------------
vivencia de nuestras familias, responsabil idades poco reconocidas por este gobier­
no. No podrán engañar ahora a los trabajadores con la promesa que "serán pro­
p ietarios", cuando la experiencia de estos casi 13 años nos dice que ni siquiera 
tenemos compradas nuestras vidas. Los únicos que se han enriquecido con las 
poi íticas de los "Ch icago Boys" son los que ya eran suficientemente ricos . 

Se abusa del poder con el objeto de convertir la riqueza de toda la sociedad 
chilena , que los t rabajadores en primer lugar hemos-contribuido con nuestro es· 
fuerzo a crear , en riqueza privada y ahora se la qu iere aumentar a través de "ven­
ta d :J acciones" con cargo a fondos que pertenecen a los trabajadores para asegu­
rar su vejez. 

2 . Es evidente que el Estado, personificado en el general Pinochet, no está al 
servicio de cada c iudadano chileno, puesto que a sus servicios solamente t iene 
acceso la gente con ingresos que le permite cancelar los altos costos cobrados por 
las empresas públicas . Bajo el sistema económico de l régimen m il itar las empresas 
de servicios asumieron una estrategia económ ica capitalista, como si fueran em ­
presas netamente privadas cuyo único objetivo es conseguir cada vez mayores 
gananc ias . 

Algunas de las empresas CORFO t ienen una alta rentabi lidad que no es resul· 
tado de un mejor manejo de estas empresas y la tecnología que reemplazan, si no 
que corresponde a la mayor explotac ión de la mano de obra y a constantes alzas 
de las tarifas. De esta manera, somos nosotros que estamos al serv ic io del Estado 
y no al revés, como debiera ser, y el Estado nos obliga a esta r al servicio del sec­
tor privado y la venta de nuest ras empresas será el últ imo eslabón de la subordi­
nación de la sobaran ía e intereses de la Nación a los intereses de los "grupos 
económ icos" naciona les y t rans-nacionales. 

3 . El bien común defi n ido como fin del Estado contradice a la poi ít ica de pri· 
vat ización llevada a cabo por este gobierno, favorec iendo u nil ateralmente a sec­
tores particulares cuyo ú nico objetivo será la explotación de las empresas públi­
cas para genera r cada vez mayores ganancias y no la prest ació n de serv icios públi­
cos qu e son esencia les e imprescind ibles para la sociedad . El Estado ha creado 
propiedad a través de nue~tro trabajo con el aporte económico de todos los ch il e· 
nos en u n largo proceso histórico, desde que comenzaron las primeras in ic iativas 
para la creación de las empresas CORFO, a las que este régimen no ha sabido 
conservar para futu ras generaciones, pensando solamente en intereses particu la­
res adversos al bien común. Estos intereses han sido los únicos que se ven benefi­
ciados por el gob ierno mil itar, m ientras que los intereses verdaderamente nacio· 
nales han sido duramente reprimidos cuando i;•tentaban levantar sus voces para 
defender sus derechos , los que se disminuyen año t ras año desde que las F F .AA. 
tomaron e l poder del Est ado en Ch ile . 

El empobrecim iento del trabajador chileno y el deb ilitam iento de sus organi· 
zaciones sociales logrado por e l modelo económico neolibera l y la legislación la· 
boral correspondiente, han forta lecido a l empresar iado y a intereses privados que 
han podido expresar e im'poner sus ideas, con el objeto de leg itimar su av idez por 
poseer lasprop iedadessocialesquepertenecen a l pueblo ch ileno. El fin del Estado 
bajo Pinochet no es e l bien común. Lo que busca es fortalecer los intereses parti­
culares cap italistas dentro de las instituciones estatales. en beneficio de un au ­
mento de sus bienes mediante la d isminución de los b ienes sociales. 

4. El princip io de la subsidiar iedad del Estado frente al sector privado, ta l 
como es comprendido por el gobierno mil itar, just ifica el traspaso de las empre· 
sas CORFO a los intereses particulares, inventando fórmulas t écnicas para las 
acciones netamente económicas para fortalecer las empresas privadas y para 
deshacerse de funciones importantes de su competencia, bajo el pretexto de 
reducción del presupuesto fi~cal. A través de estas medidas, el Estado está m ini· 
mizando cada vez más las prestaciones de serv ic ios que corresponden a la tarea 
social de llegar a todos los sectores ciudadanos con el objeto de satisfacer las ne· 
cesidades de sobrevivencia; en especial , de los sectores de bajos ingresos . S i se lle· 
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gara a consumar el traspaso de empresas públicas al sector privado, significaría 
que el Estado está reduciendo sus responsabilidades hac ia las demandas de los 
sectores populares y no está d ispuesto a seguir cumpliendo con las funciones 
soc iales que el Estado normalmente ha asumido para garantizar un estándar de 
vida aceptable para todos los ciudadanos ch ilenos. El princip io de subsidiariedad, 
ta l como es defin ido p'or el gob ierno mi litar, se conv ierte prácticamente en un 
instrumento útil mediante e l cual e l Estado just if ica la transferencia de func iones 
importantes de carácter social al sector privado capita lista y su concepto de ex· 
plotac ión . 

De esta manera, el Estado no solamente qu iere deshacerse de sus func iones 
propias e importantes, sino que también quiere dejar de cumplir su responsab ili· 
dad en el desarrollo económ ico nac ional cuando se realice la privatizac ión de las 
empresas públicas llamadas estratég icas, y cuando se impongan las fuerzas eco­
nómicas particu lares en d ichas empresas. 

Nosotros l0s trabajadores tenemos otra idea del principio de subs id iariedad. 
A nuestro ju icio , este principio debería fortalecer los benefic ios soc iales d irigidos 
a toda la pob lación y canalizados por las organizaciones sociales y poi íticas de 
nuest ra sociedad. Rechazamos el carácter netament e económico que este gobier­
no ha atr ibu ido a est e princ ipio orig inal de la doctrina social de la Iglesia Católica. 
Por subsidiariedad entendemos las tareas sociales que el Estado no satisface di­
rectamente y las encarga a las organizaciones intermed ias con el objeto de des­
cent ralizar func iones soc iales en benef icio de los sec.~ores populares. Nuestra idea, 
por supuesto, t iene como condición indispensab le el funcionamiento de las orga­
n izaciones sociales que este gob ierno autoritario imposibilita. Nuestro concepto 
del pr incipio de subsid iariedad requ iere un fundamento democrático del Estado 
y de la sociedad, en la cual no será valor principal la privatizac ión de nuestras 
empresas públ icas, sino el aumento de los beneficios sociales y económ icos para 
todos. 

5. El gobierno militar enfatiza, según su comprensión del pri ncipio de la sub­
sidiar iedad y la libre iniciativa en el campo económ ico, el "rol subsidiar io de l 
Estado" y su ap licac ión en beneficio del sector privado capitalista . 

Ya existen varias experiencias negativas que nos han convencido del absurdo 
de esta po llt ica económ ica . Tenemos el ejemplo del sector telefón ico y la crea­
ción de algunas empresas privadas que compiten con la empresa pública en un 
mismo mercado que normalmente prohibe la competencia por su carácter mono­
pólico natural, provocando muchas irrac ionalidades tecnológicas y económicas; 
no obstante, las pugnas entre las empresas que se han producido a raíz de esta 
"l ibre iniciativa en el campo económ ico" . 

El gobierno militar no ha sido capaz de limitar y regu lar esta pol ltica equ i­
vocada . Al contrario, las FF.AA. están siguiendo la política privatizadora bajo 
la presión de grupos económ icos privados para acrecentar su poder , ahora me· 
diante la compra de las empresas CORFO qu e aún no hab ían pod ido apropiarse . 

Por tal razón, e l " rol subsidiario del Estado" es fuertemente cond icionado por 
los intereses particulares, obl igando a las empresas públicas a jugar un papel se­
cundario y de menor sign ificación en un mercado importante de la econom ía 
nacional. Para no caer en manos del sector privado, las empresas públ icas se 
comportaron como si fuera n empresas privadas, empleando una estrategia econó­
mica que sigue la misma lógica capital ista de generar altas ganancias a través del 
reemplazo con avanzada tecnología, uso intensivo en capita l y mayor explota­
c ión de la mano de obra , pa ra dominar el mercado. Teniendo en sus manos todas 
las ventajas y respaldos que atribuye el Estado a las empresas públicas , estas em­
presas lograron modernizarse y ampliarse a través de numerosos proyectos de 
inversión debilit ando as í su propio principio del "rol subsidiar io del Estado" y 
"la libre ' iniciativa" fuertemente crit icado por el sector privado por ser contra­

d ictorio . 
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La solución de este conflicto se encuentra en la privatización de las empresas 
públicas altamente tecnificadas y modern izadas mediante los recursos económi­
cos estatales que generan ahora utilidades que antes nunca obtenían, rechazando 
el argumento del sector privado frente a la acción económica estatal, en el senti­
do que solamente la empresa privada puede maneja r eficazmente los negocios 
agi lizando el comerc io con menos burocracia que el Estado. Las empresas públi ­
cas han comprobado lo contrari o; sin embargo, son las rentabil idades altas que 
favorecen ahora a su privatización más que nunca . La venta inminente obliga al 
gobierno mil itar y a los intereses particulares a hacer transparente las razones y 
argumentos a la opin ión públ ica para ta l traspaso. Es incontrolable este régimen 
y son incontrolables los intereses particulares involucrados en la privatizac ión 
de las empresas COR FO por parte de las fuerzas sociales y sus organizaciones. 
Estamos convencidos que la venta de nuestro patrimonio nacional solamente 
termina rá cuando termine la dictadura de los generales. Sin embargo, desde ya 
advertimos que estos actos y ventas en contra de los intereses del país son actos 
nulos por lesión enorme y ejercic io usurpatorio y fraudu lento de func iones 
públicas, y deberán ser rev isados y nul ificados por el próx imo gobierno demo­
crático . 

11. LA COMPAÑIA DE TELEFONOS DE CHILE: EMPRESA PU­
BLICA BAJO EL MANDO MILITAR 

Por lo siguiente, queremos hacer algunas advertencias en torno a la poi ítica 
telefón ica implementada por las autoridades y los efectos para nosotros y pa ra 
los chilenos en general. Cons iderando la amenaza que sign if ica e l tipo de desarro­
llo que ha seguido la Compañía de Teléfonos en los ú lt imos años, expresamos 
nuestras dudas y ponemos en cuestión los programas de inversión proyectados 
por la CTC frente a la miseria existente en el país y la poi ítica p rivatizadora que 
produce inestabilidad para nuestros empleos en un grado mayor al que ya hemos 
sufr ido du rante los años de la dictadura mili tar . 

1. El desarrollo telefónico: qué significa para nosotros 
El gobierno m il ita r y la CTC están muy orgullosos de sus proyectos tecno lógi­

cos . A través de éstos. están automatizando y ampliando actualmente el sector 

telefónico en fo rma acelerada y poco p lan ificada. Las inversiones t ienen por ob­
jeto escapar del estancamiento económico Y tecnológico que ha sido inherente a 
este sector por muchos años . 

Cuando se instaló el gobierno demócrata cr ist iano , en 1964, la ITT ocupó 
4.225 trabajadores en la CTC, que atendieron a 156.000 líneas en se rvicio, can­
t idad que se aumentó med iante el programa de ampliación telefón ica a parti r de 
1967 con la partic ipación del Estado como accion ista de la CTC (490/o de las 
acciones) y el aporte f inanc iero para la modernización y ampliac ión de los equi­
pos ex istentes. 

Du rante el gobierno de Sa lvador Allende y la Unidad Popular, se proseguía 
con la poi ítica laboral y el aumento de 1 íneas telefónicas para satisfacer la gran 
demanda telefónica que siempre estaba presente en Chi le y que nunca supo satis­
facer la ITT. 

Cuando se produjo la intervención estatal en la CTC, la empresa tenía 7.360 
trabajado res para la atención a 278.000 1 íneas en serv icio. 

Después del golpe de Estado, el nuevo régimen provocó una ruptura violenta 
en la estabilidad de nuest ros empleos, por su pol ltica de rac ionalización persegui­
da por los jefes m il itares en la gerencia de la CTC y en CORFO. 

Hasta que se iniciaron los primeros proyectos de automatización y ampliación 
-aproximadamente 10 años después de habe r asumido el poder estata l- , la CTC 
había desped ido a 1 .027 trabajadores ent re 1973 Y 1982, con el objet iv o de 
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bajar los costos de operación y atraer al sector privado, que mostró poco inte rés 
en esta época por las constantes pérdidas económicas no superadas por la empre­
sa. Por esta razón la CTC no solamente bajó los costos de operación por una 
mayor explotación de nuestra fuerza de trabajo , sino que también bajó nuestras 
remuneraciones a través de un convenio colectivo desfavorable para nosotros y 
por efecto de la legislación laboral y previsional en general, la que rige para todos 
los trabajadores del país . 

En el año 1982, 397.539 1 íneas en servicio han sido atendidas por 6.305 tra­
bajadores que operaban 247 centrales te lefón icas, de las cuales 167 aún corres­
pondían a equipos manuales y el resto a equipos automáticos con tecnología 
electromecánica . (1972: O.C. 229 en total, de las cuales 177 O.C . con equipos 
manuales). 

Drásticamente se disminuyó año tras año la cantidad de t rabajadores ocupa­
dos por 1 .000 1 íneas, siendo esto la c if ra clave para comprobar la eficiencia de 
una empresa telefón ica y su rentabilidad a nivel internacional : 

1978: 21,5 trabajadores por 1.000 líneas. 
1979:. 20.4 
1980: 19,0 
1981 : 17,1 
1982: 15 ,7 

El promedio aceptable para el med iano plazo se ubica internacionalmente a 
12 traba jadores por 1<.000 líneas. 

En comparac ión con otros pa íses la CTC se ubicó en e l año 1981 en una posi· 
c ión más favorab le que a lgunos países indust rializados: 

Chile: 17 ,1 trabajadores po r 1.000 líneas 
Francia: 29.4 
Gran Bretañ a: 30 
Alemania Federal: 22,5 

Esta política agresiva y desfavorab le pa ra los trabajadores se debía pr inc ipal · 
mente a los planes de privat ización de la CTC anunc iados por los organ ismos 
esta tales y planificado por el equ ipo neo liberal en e l gobierno, p rimordialmente 
ubicado en ODEPLAN, en el min isterio de Hac ienda y el m inister io de Econo­
m ía. 

La persistencia de los int ereses neo liberales y su poi ít ica p rivatizadora se refle· 
jó, además, en su poi ít ica tecno lógica, qu e implicaba la compra de equipos de 
avanzada tecnología "llave en mano" en el extranjero que compromet ían a la 
CTC a un cierto t ipo de desarrollo acelerado con altos costos del cap ita l que se 
requiere para su adquis ición y mantenimiento. 

El Programa de Automat ización y Ampl iac ión que llevaba a cabo la CTC a 
partir de 1982 implicaba un aumento poco significa tivo de su personal; en 1984, 
6.696 trabajadores operaban ap roximadamente 450.000 líneas en serv icio, ó 
14,5 trabajadores por 1.000 líneas y la CTC empezó a generar util idades no sola­
mente por los bajos costos de operació n, sino también por su poi ít ica tar ifar ía y 
la venta de las 1 lneas telefón icas a "costo rea l" a los suscriptores. 

A pesar de la gran cantidad de 1 íneas insta ladas, el personal no ha crecido mu­
cho por la mayor explotación de mano de obra en las rel aciones de trabajo y la 
privatización parcial de las faenas instalac ión y mantención de líneas y cables. De 
esta manera han aumentado los sistemas de empresas contratistas y subcontratis­
tas que ocupan personal t ransitorio con sueldos miserabl es y alta inseguridad la­
boral por no contar con los mismos derechos laborales que ten ían los trabajado· 
res permanentes de la CTC . Así se forma n en la CTC, igual que otras empresas 
esta tal es, sectores de trabajadores de segunda c lase en una m isma empresa para 
d ividir en mayor grado a la masa labora l. 
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Además, la CTC contrata , cuando es necesario , instaladores particulares para 
trabajos espec iales de rutina de una lista de t rabajadores autorizados por la CTC, 
que comprende una cantidad de 269 personas lo que significa una real amenaza 
en t iempos conflictivos entre empresa y trabajadores . Esto hace inúti l algunas 
formas de lucha, como lo es por ejemplo el rechazo a t rabajar horas extraord i· 
narias. 

Otra forma de la transformación de las relaciones de trabajo se refleja en la 
posición de la operadora que trabaja a tiempo parcial, aunque trabaje sobre la 
base de un contrato de t rabajo indef inido. La alta cant idad de mujeres que t ra· 
bajan en condiciones laborales desfavorab les como operadoras " reemplazantes" 
(en total 1.244 mujeres) es entend ida como una masa laboral d isponible siempre 
ruando el funcionam iento de la empresa lo requiera . En efecto, la CTC perma­
nentemente las neces ita porque la cant idad de operadoras permanentes. Sin em ­
bargo, la CTC niega a estas operadoras varios benef icios como: indem nizac iones, 
serv icio salud, etc .1 dif iculta su sindicalización y su incorporación en la negocia· · 
ción colectiva y hace inestable sus empleos en consideración a los proyectos de 
automatización y la amenaza que sign ifica ésta para la supresión de sus cargos. 

Así es que la flexib ilizac ión (aprovecham iento " empresaria l" de las actuales 
condiciones laborales) de las relaciones de t rabajo y la individualización de la 
mano de obra lograda por la libera lización del mercado de trabajo según el mode­
lo económico neoliberal lleva también a formas de privat izac ión que se expresan 
a t ravés de convenios de cooperación entre la empresa privada y la empresa pú­
bl ica . Lo que podr ía significar, por un lado, el establecim iento de empresas priva­
das dentro del territor io de concesión de la CTC con el objeto de explotar "islas 
telefónicas" en la red telefón ica de la empresa pública o, por otro lado, la part ici· 
pac ión de las empresas privadas en la empresa pública misma explotando junto a 
ell a la red telefónica extendida en los grandes centros poblacionales y comercia­
les del pa ís. Mientras que las empresas privadas explota rían los sectores operac io· 
nales de la empresa públ ica según sus fines comerciales, la empresa pública mis· 
ma conservaría sus derechos de concesionaria estatal. 

Estamos seguros que la empresa privada t ransnacional como proveedora de 
avanzada tecnología no se limitará solamente a la producción de estos equipos, 
sino que su interés principal es , sin duda, la explotación operacional de estos 
equipos penetrando a los mercados de telecomunicaciones donde aún operan 
empresas públicas nacionales. 

Un ejemplo claro en torno a la estrategia privatizadora nos ha dado recién 
ENTEL·Ch il e, mediante un convenio firmado por esta empresa pública, ECOM 
y la empresa privada Chile·PAC sobre la explotación de un sistema de t ransm i· 
sión de datos de cobertura nacional e internacional para nuevos servicios, como 
correo electrónico, videotexto, teletexto, facs ímil o datafax, acceso a base de 
datos especializados y teleproceso . 

Es sign ificativo para la política económica neoliberal y privatizadora que el 
entonces min istro del T rabajo del rég imen militar, Vasco Costa fi rmó este con· 
venio en representación de la empresa privada Chile·PAC. Nosotros, los trabaja­
dores, tenemos triste memoria de la política laboral negativa de Vasco Costa, 
cuando era ministro del Trabajo en 1978 en reemplazo de Sergio Fernández , 
el que siguió como ministro del Interior reprimiendo fuertemente al mov imiento 
si ndical. Fue Vasco Costa quien se había expresado contra e l derecho a la nego­
ciación colectiva y a la huelga por ser "dañina" para los trabajadores, las empre­
sas y el pa ís. 

Bajo su influencia se había desarrollado el Plan Laboral conforme al modelo 
económ ico neol iberal, mientras que Sergio Fernández ordenó la disolución de 
siete federac iones y sindicatos, medida represiva que afectó a 400 sindicat os con 
112 .795 socios. 

De esta manera, Vasco Costa preparó bien el terreno para la privatización 
"limpiando" el ámbito sindical como condición necesaria para poder persegu ir 
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tranquilamente sus intereses particulares en favor del empresario privado. 
En resumen, el desarrollo de la CTC bajo e l régimen militar no ha significado 

nada bueno para nosotros los trabajadores . Denunciamos la falta de 1 ibertad sin­
dica l, la falta de información y formas de gest ión, la inestabilidad laboral y los 
despidos, la mayor explotación de nuestra fuerza de trabajo y la reducción de 
los niveles salariales. 

111. EL DESARROLLO TELEFONICO: QUE SIGNIFICA PARA 
EL PAIS 

Desde que se produjera la implementac ión del modelo económico neoliberal, 
el régimen m ilitar tenía como uno de sus fines principales la priva tización de las 
empresas CORFO, salvo CODELCO, que aún permanecían en su poder. Enton­
ces, no es nada nuevo para nosotros conocer las varias estrateg ias de venta que el 
gobierno a menudo comunica a la opin ión pública, a la vez que informa sobre sus 
proyectos de inversión y las metas presidenciales para el desarrollo económico 
nacional. 

El desa rrollo del sector telecomunicaciones también figura entre las metas 
presidenciales y casi simultáneamente el general Pinochet ordenaba periÓdica ­
mente la venta de la empresa telefónica. Pareciera que el régimen militar tuv iera 
que vender la CTC para cumplir con su meta establecida para este sector por 
escasez de fondos financieros estatales necesarios para invertir en este sector. 
Hasta el año 1990 el gobierno ha planificado la instalación de 14 teléfonos por 
cada 100 habitantes, justificando esta meta por la gran demanda telefónica que 
existe en Chile. 

El ex gerente de la CTC, el oficial del Ejército, lván Van de Wyngard, decía 
que la CTC efectuará una inversión de aproximadamente 1.140 millones de dóla­
res para su plan decena!, para duplicar la tasa de 6,5 teléfonos actualmente exis­
tente por cada 100 habitantes hasta que llegara a 13,1 teléfonos en 1995. Lo úni· 
coque nó queda claro es el fi nanciam iento de este desar rollo telefónico. 

Cuando se iniciaron los primeros proyectos de automatización y ampliación, 
el país se encontraba en pleno ' 'boom" económico. En octubre de 1980 la CTC, 
bajo su director Julio Ponce Lerou, quien también figuró como presidente de la 
CORFO en esta época, firmó un contrato con la empresa francesa Thomson CSF 
para la adquisición " llave en mano" de 153.500 líneas digita les de la serie MT 
con 9 centrales MT 25, 3 unidades remotas y 18 centrales MT 35 que se interco· 
nectaran entre sí y con la red analógica existente mediante 904 sistemas PCM. El 
precio tota l era 41.400.017 de dólares, que se financió a través de recursos 
propios (150/o) y un crédito externo de la banca francesa por un monto de 
35.190.014 de dólares (850/o del precio total) . 

Dos meses antes de haber firmado este contrato con Thomson, la revista 
"Bussiness Week" publ icó un artículo que conten ía una fuerte crítica a la tecno­
logía diseñada por Thomson y su "línea de equipos telefónicos" ("MT-Line of 
fully electronic publ ic switching exchanges") . "El éxito de esta línea en los mer­
cados para exportación dete rminará el rumbo de nuestra compañía", dijo la 
gerente de Thomson en la publ icación norteamericana acerca del producto de la 
línea . Y "Bussiness Week" agregó:. "Todavía el primer equipo MT, en su versión 
de preproducción, instalados a principios de este año en un suburbio de Pa r ís, 
aún no está en funcionamiento óptimo y algunos críticos afirman que no es tan 
bueno como los equipos de las empresas compet idoras" (revista "Bussiness 
Week", 4 de agosto, 1980) . 

Surge la pregunta, entonces, sobre los motivos que habrían llevado a las auto­
ridades chilenas a comprar tales productos tecnológicos en Francia los que ni 
siquiera han funcionado en el pa ís proveedor, como preproducción y en estado 
experimental. 
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En el transcurso del cumplim iento del contrato, la empresa francesa tenía que 
negociar dos mod ificaciones al contrato, lo que atrasó, en general, la ejecución 
del proyecto y aumentó la cantidad de 1 íneas telefónicas . 

En febrero de 1982, Thomson fue estatizada por el gobierno social ista francés, 
lo que influyó en el atraso de las fechas pactadas para la entrega de las centrales. 
En abri l de 1982 y en junio de 1983,1a CTC firmó las modificaciones al contrato 
que signif icaba para el pa (s un aumento del equipamiento: 183 .800 lineas digita · 
les y 1.190 sistemas PCM . Ad icionalmente Thomson suministró un enlace de 
fibra óptica ent re las cent rales de Providencia y Pedro de Vald iv ia en Santiago . 
De este modo, entró a Chi le esta "tecnología revolucionaria" como "plan piloto"; 
según la CTC, diversificando aún más la heterogeneidad tecnológica existente en 
la red telefónica de la empresa. 

Debido a muchas fal las que se hablan producido en la fase experimenta l de 
los equipos d igitales, Thomson se vio obligado a efectuar una permanente actua · 
lización de su hardware y software. En Chile se instaló tanto equipo dig ital desti· 
nado a la exportación (versión MT-AF) como centrales destinadas al mercado 
interno francés (versión MT-AT). De esta manera, la empresa transnacional expe­
rimentó sus dos l íneas de producción en la red telefónica chilena. 

La inestabilidad de los sistemas Thomson postergaba varias veces su puesta en 
servicio defin it ivo y solamente gracias a la habi lidad de los técnicos e ingenieros 
de la CTC se logró finalmente . Actua lmente u na MT 35 se rá desmontada para 
serv ir como repuesto a otras plantas de la m isma característica en la V Región . 
Sin embargo, el atraso del cumplim iento de este contrato y otros, por ejemplo 
el contrato con la empresa norteamericana "Porta Systema" sobre la compra 
"llave en mano" de un Centro Automático de Recepción de Rec lamos y Prueba 
de Líneas de Abonados (CARRPLA) f irmado en el mismo período, causó mu­
chas pérdidas económicas que nosotros los trabajadores de alguna manera tuv i­
mos que asumir mediante un convenio colectivo desfavorable (reajustes salariales 
inferiores al IPC) y el desp ido de más de 140 trabajadores al com ienzo de 1982. 

IV. lDONDE SE INSTALARON LAS 180.000 LINEAS DIGITA­
LES? 

La distr ibución de las líneas telefónicas del Proyecto Thomson se ubicó, justa­
mente, en lugares donde el Presidente de la República habla ordenado en dicha 
época abstenerse de la venta de la red telefónica por parte de la CTC, mientras 
que el resto de la red telefón ica se ofreció al sector privado, el que no mostró 
ningún interés entonces. 

En Santiago se instalaron 144.000 líneas d igitales, en Valparaíso 25.800 y en 
Concepción 1 1 .000 1 íneas. 

La preferencia se dio a los centros comercia les y a los barrios altos; por ejem­
plo: Santiago Centro (Principa l V y Santa Luc ía) 24.000 y 19.400 1 íneas; 
Providencia y Apoquindo, 20.000 y 17.200 líneas. En total: 80.600 líneas desti­
nadas exclusivamente a estos sectores de alto poder adquisitivo. Menos favorec í· 
dos y beneficiados resultaron los sectores Ñuñoa y La Reina, con 2.400 1 íneas; 
Ñuñoa (Lo Plaza), con 3.600 l ineas; Independencia (Conchalí), con 5.000 líneas 
y La Florida, con 4 .800 líneas. 

Se ve a simple vista que a través de esta distribución discriminatoria no han 
sido benef iciados los grandes barrios poblacionales en Santiago. Estas medidas 
son consecuencia de la política económica del ministerio de Economía y de la 
CTC, según su concepto de rentabil idad que únicamente puede funcionar en 
zonas donde haya un poder adqu isit iv o adecuado y funcio nal a las instalac iones 
tecnológicas y a su explotación. 

" No debemos, dijo el min istro Délano, subsid iar a aquellas personas que ya 
tienen un teléfono, sino que a través de un aumento de la inversión, se pretende 
que este servicio llegue a más personas a lo largo del pa (s" (La Nación, 16 de 



~--------------11 

junio de 1986). 
Esto significa que los actuales sucriptores de la CTC t ienen que pagar el 

"costo real de los servicios", que se calcula, entre otros factores, con un tarifa­
do muy diferenciado. Así en lugares donde está en funcionam iento el Serv icio 
Local Medido y hay alzas periódicas por la compra de línea y su instalación, 
éstas se determinan por el tipo tecnológico de conmutación y transmisión y 
"un aumento razonable de su rentab ilidad", según ha dicho Délano. El incremen­
to asciende a un 2680/o según los medios de comunicación. 

El acceso al servicio telefónico naturalmente es más difícil en sectores pobla­
cionales donde haya menos 1 íneas disponibles. Según las leyes del mercado, que 
rigen en este país también para la prestación de servicios básicos, el acceso a una 
línea telefónica depende por un lado de la cantidad de líneas instaladas en un 
sector determinado y de la demanda existente. 

En sectores donde han sido instaladas menos 1 íneas, se aumentará lógicamente 
la demanda. Esto trae por consecuencia que en sectores como Providencia e l 
acceso a una línea telefónica es mucho más fácil que en Conchalí o 1\luñoa por 
ejemplo. Esto se refleja también en el precio, de la línea . 

Mientras que la CTC ofrece lineas a aproximadamente 40.000 pesos en Provi­
dencia y con facilidades (cuotas mensuales), un residente de 1\luñoa t iene que 
recurrir al "mercado secundario telefónico" por la escasez de 1 íneas ofrecidas 
por la CTC. En éste cobran más de 130.000 pesos sin ninguna facilidad de pago. 

Esto implica que cuando se instalen las líneas telefón icas en forma desequili­
brada y discriminatoria, se distorsiona considerablemente "el mercado", perjudi­
cando a los sectores popu lares de menos ingresos. 

V. LOS NUEVOS PROYECTOS DE AMPLIACION: ¿QUIEN PAGA 
LA CUENTA? 

El general Pinochet declaró en su "Programa de Desarrollo del Estado de 
Chile (1983-1989)" que" ... las empresas públicas cobrarán el costo real de los 
servicios". El ministro Délano dio la razón por tal medida: "Nosotros pretende­
mos que la CTC tenga un aumento razonable de su rentabilidad, ya que es la 
única forma que pueda llevar a cabo nuevas inversiones y que no sea deficitar ia 
como en años anteriores" (La Nación, 16 de junio de 1986) . Es obvio que la 
cuenta para ta les proyectos de ampliación, que requieren una inversión de 1.140 
millones de dólares, la tienen que pagar los suscriptores actuales y los nuevos sus­
criptores. La única preocupación que tienen los responsables para este desarrollo 
telefónico se refiere a la tremenda inversión y la falta del financiamiento adecua­
do. 

No llega más abundante "p lata fresca" desde el extranjero como en los años 
de "bonanza" para proyectos ambiciosos que aumenten el prestigio de l gob ierno 
militar ante una población empobrecida que sufre miseria y cesantía. 

No obstante, el ex gerente general de la CTC, !ván Van de Wyngard, siguió 
haciendo proposiciones a los organismos gubernamentales acerca de dónde sacar 
las grandes sumas de di nero en un país tan endeudado como Chile. Se pensó en 
tres modelos de financiamiento: 
1. El aporte de los suscriptores: Cuando algún usuario requiere de una mayor 

potencia, tiene que pagar más. Este esquema se podría llevar a los nuevos 
suscriptores. 

2. El aporte del proveedor, tanto nacional como extranjero: 
Ellos financiarían parte de los programas de desarrollo, mediante la capitaliza­
ción de un porcentaje de su participación en éstos. 

3. El aumento del capital de la empresa: 
Inversionistas nacionales (como las AFP) o extranjeros (como operadores 
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telefónicos metidos en la transferencia t ecnológica , como ITT ) compran ac­
ciones de la CTC. 
Estas alternativas de financiamiento dependen, según Van de Wyngard , de la 

poi ít ica de privatización que la COA FO ap lique respecto a la CTC (revista Erci/la, 
28 de mayo y 3 de junio de 1986). 

Ninguna de las al ternativas presenta, a nuestro ju icio, una solución satisfacto­
ri a, pues si se p rivatiza la CTC o no , igual tienen qu e pagar los suscr iptores el de· 
sa rrollo telefón ico m ient ras du re este gob ierno . Estamos contra la privatización 
de la CTC y de las otras empresas CORFO, porque perjudica al desarrollo econó­
mico del país, pero estamos concientes que tanto el gobierno autoritario , como 
la empresa públi ca en manos del .;ector privado cap ita li sta nos quieren ma rginar 
de la toma de dec isiones más importantes y que determ inan e l t ipo de desarrollo 
económico naciona l. 

Es el conju nto del sistema de gobierno que nos han impuesto, e l que protege 
y ayuda a los grandes capital ist as y sus servidores. 

La privati zación sólo nos produce inestabilidad laboral, además que compro­
mete seriamente el futu ro de la nac ión y sus posibilidades de desarrollo autóno · 
mo y soberano, ya que grandes recursos económ icos y soc iales no estarán en 
manos n i bajo el control de l Estado . 

Es necesario, entonces, que exista una discusión nac ional, donde primen los 
intereses de todos los ch ilenos y no de grupos pequeños de poder . Greemos que 
la única forma y vía de lograr esa situación de debate y discusión amplia y masi ­
va, pasa por un camb io del actual sistema de gob ierno hacia uno democrático . 

Es por lo anterior que decimos que no es sufic iente la sola defensa de las 
empresas COR FO frente a los intentos privatizadores, sino que - además- hay 
que intensifica r la mov ilización social para la recuperación de la democracia y de 
nuestra representación en las est ru cturas democrático-inst itucionales de Chile . 

Los trabajadores telefónicos no claudicaremos en la defensa de nuestra fuente 
de trabajo y del patrimon io nacional. 

iPRIVATIZACION NO! 
iDEMOCRACIA SI Y AHORA! 

Sindica to Naciona l de Trabajadores de la empresa 
Compañ ía de Teléfonos de Chile S.A. (SI NA TE) 
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